Hecho de la víctima / Asunción de riesgos / Gomero-guardián.- 

Expte. Nº 43862 DURAÑY HERME NEGILDA ELSA Y OTROS C/ CASSOL HUGO RAFAEL Y OTROS S/ Daños y Perjuicios

Nº de Orden:78.-
Libro de Sentencias Nº 51

/NIN, a los 08 días del mes de Abril del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS , en causa Nº 43862 caratulada: "DURAÑY HERMENEGILDA ELSA Y OTROS C/ CASSOL HUGO RAFAEL Y OTROS S/ Daños y Perjuicios", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Guardiola, Rosas y Castro Durán.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Guardiola dijo: 
En la sentencia dictada a fs. 783/799vta., en lo que interesa, se hizo lugar a la demanda que por daños y perjuicios entablaron la esposa e hijos de Rubén Ratto a raíz de su fallecimiento; condenándose al pago de las sumas indemnizatorias que fija, en forma concurrente a Claudia De la Huerga, Arnoldo Oscar Bustamante y la citada en garantía Federación Patronal Seguros Sociedad Anónima, con costas.

El pronunciamiento concierne al accidente mortal sufrido por un gomero al extraer las cubiertas de un acoplado para colocarlas en otro, cuando una de las ruedas fue expulsada golpeando su cabeza al estallar la llanta interna. Encuadrando el caso en el ámbito del art. 1113 ap. 2 in fine CCivil, el iudex a quo entendió valorando el informe pericial que existió concurrencia causal entre el vicio de la llanta y el accionar culposo de la víctima, factores que aprecia en con una incidencia en partes iguales. Así establece los montos indemnizatorios, debitando el 50%, para cada uno de los reclamantes en $380 por gastos de sepelio y $ 30.000 por daño moral y en $ 45.000 para la viuda y $ 10.000 para cada uno de los hijos en concepto valor vida-lucro cesante. Adiciona intereses a la tasa pasiva desde la fecha del hecho (31/5/2007) hasta el efectivo pago. 

Apelaron los apoderados de los reclamantes y de los condenados (fs. 804 y 806), expresando agravios a fs. 822/ 831 y 832/837 respectivamente.

Se queja la parte actora de la atribución de responsabilidad en un 50%, considerando que debe ser establecida en forma íntegra y exclusiva, sin limitación alguna (o en su caso en un porcentaje ínfimo de culpa de la víctima), básicamente por la existencia del vicio oculto grave y anterior al evento; poniendo énfasis en que el mismo es el único factor genético. Señala que explosión producida por la cubierta interna, debido a la rajadura de la llanta, no dio tiempo a nada. Cuestiona también por exiguos los montos indemnizatorios establecidos por daño moral y valor vida y la tasa de interés dispuesta, que solicita sea la activa.

Por su parte el representante de los condenados objeta que se haya receptado la demanda, admitiéndose la responsabilidad parcial cuando fue el no haber tomado el recaudo mínimo, básico e indispensable de desinflado a la hora de efectuar la tarea encomendada por parte de la víctima la única causa del suceso. Destaca que el propio sentenciante afirma que de haber tomado el gomero, profesional en la materia la precaución que se señala no hubiera tenido trascendencia el mal estado de la llanta. Cita jurisprudencia en la materia, además de un fallo de la Corte provincial según el cual fueron las circunstancias al no haber adoptado la propia víctima adecuadas medidas de seguridad las que contribuyen a dotar de riesgo o peligro a las cosas. Postula así se revoque el fallo y se rechace la demanda. 

Con las contestaciones de la parte actora fs. 845/849¤¤ y de los demandados condenados de fs. 851/853, resistiendo las impugnaciones, y firme que restó el llamado de autos para sentencia de fs. 854, las actuaciones están en condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC).

En esa tarea, por orden lógico comienzo por la cuestión de la responsabilidad hallada, sobre la que existen recursos, obviamente en sentido opuesto.

Liminarmente me permito destacar que aún cuando no cabe duda que estamos frente a un supuesto de responsabilidad extracontractual, claramente enmarcado en el art. 1113 CCivil tal como señaló en un precedente similar la Dra. Kemelmajer de Carlucci ( Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, sala I 11/09/2007 " Brizuela, Rubén Darío c. Vargas, Francisco" La Ley Online), estimo no puede soslayarse a los fines de la valoración del eximente por culpa (hecho) de la víctima que estamos ante un daño sufrido por un locador de obra mientras efectuaba la reparación contratada, es decir según considero, teniendo a fin de realizar la tarea encomendada la guarda material (en su estructura y funcionamiento) de la cosa (Pizarro en Código Civil de Bueres-Highton To.3A p. 528), con autonomía de decisión ante las distintas alternativas que se presenten para la consecución del resultado prometido y sin subordinación técnica (v. López de Zavalía "Teoría de los Contratos" To. 4 p. 87 y ss).

Esa circunstancia fue computada por el Dr. Amado en un voto que concitara la conformidad de los Dres. Venini y Mitchell, por entonces miembros de esta Cámara, in re Lezcano de Miguel Silvia R. c/ Mercado Ramón s/ Daños y Perjuicios LS 33 nº 206 sent. del 12/8/1992, al señalar que "cuando el propietario de un automotor o camión lleva su vehículo al taller para realizar cualquier reparación (en el caso rotación de ruedas) los daños que se produzcan... con motivo de su reparación entran dentro del riesgo propio de la actividad empresaria del tallerista. Los talleres mecánicos, los chapistas, electricistas, pintores etc. tienen sus propios riesgos y sus propias culpas causantes de sus propias responsabilidades...En definitiva, la culpa o negligencia o el riesgo de las empresas no pueden extenderse a los propietarios de los automotores que los llevan para reparar". Cierto es que la SCBA en Ac. 51.750 del 23 de mayo de 1995, con voto del Dr. Mercader revocó dicho fallo (con la disidencia del Dr. Negri haciendo hincapié en el hecho de la víctima - toda vez que no desinfló los neumáticos- para confirmar el rechazo de la acción), empero lo sustancial de su fundamentación apunta a la responsabilidad concurrente del propietario frente a la víctima, en el caso un tercero aunque fuese dependiente del tallerista - gomero-. En el mismo sentido se había expedido la CC0000 DO 65695 RSD-160-89 S 24-10-1989 JUBA B950008

Según la doctrina de la asunción o aceptación de riesgos, en la versión de Bustamante Alsina (Teoría general de la responsabilidad civil 8va. ed. p. 165 ver Sagarna en Código Civil de Bueres-Highton to cit. p. 440) quien distingue entre aquellos que son propios de la actividad que se practica de aquellos otros extraordinarios a la misma, es decir de los que no se producen normalmente ( en el primer caso, la víctima aceptó los riesgos propios de la actividad, por lo que no cabe indemnización alguna; en el segundo de los supuestos, la culpa del autor podrá ser definitoria para obtener el derecho a un reconocimiento), con ello sólo ( dado que la explosión del neumático y expulsión de aro de fijación no es sino una contingencia previsible para un gomero) bastaría para que la alegación de la responsabilidad objetiva fuera insuficiente ( en el mismo sentido Mazzinghi (h) "La víctima del daño y la aceptación de los riesgos" ED 76-879).

Ahora bien, como se encargó de destacar el Dr. Hitters (causa C. 86.727 del 25/2/2009) "Sabido es que en términos generales esta doctrina resulta ciertamente controvertida, ya que, como sostenían los Mazeaud, "todo en la actividad humana implica una aceptación de riesgo. Tener en cuenta esta circunstancia para exonerar a los autores de daños importaría en el hecho suprimir la responsabilidad civil". Ello ha llevado a Orgaz a advertir acerca de la "utilización impropia" de dicha teoría (Orgaz, La culpa [actos ilícitos], p. 243; y, asimismo, MazeaudTunc, Tratado teórico y práctico de la responsabilidad civil, t. 2, vol. II, p. 78, que previenen sobre su uso "abusivo") y a Mosset Iturraspe a calificarla como una "ficción, falacia o invento de los juristas" ("¿El transportado gratuitamente viaja a riesgo y ventura? (La asunción o aceptación del riesgo como falacia jurídica)", en "La Ley", 1991E440; íd., "La aceptación de los riesgos . Retroceso en la responsabilidad civil por actos ilícitos", en Estudios sobre responsabilidad por daños, t. I, p. 115). Estas advertencias se presentan principalmente en los casos en que pretende independizarse la noción de "aceptación del riesgo " respecto de la de "culpa de la víctima", que es la eximente tipificada por nuestro codificador en los casos de cosas riesgosas productoras del daño (art. 1113, 2° párrafo, in fine, C.C.). Ello así, ya que obviamente de constatarse que el damnificado se sometió voluntaria e imprudentemente a un peligro cierto (como ocurriría en el caso que un sujeto se arrojara desde las alturas a un precipicio como prueba de valentía), lo que se verificaría es un caso de ruptura del nexo causal por el hecho de la víctima, sin que sea necesario remitir a una noción como la que venimos analizando. Es por ello que la Corte Suprema -en su actual integración- ha tenido oportunidad de señalar que la aceptación del riesgo no es por sí misma una causa de exoneración si no se demuestra una falta de la víctima, que no se ha acreditado en el caso según lo expuesto en el considerando precedente (C.S.J.N., in re "Cohen", sent. del 30-V-2006, Fallos 329:2088). Ahora bien, más allá de las cavilaciones que hemos puntualizado respecto de la cuestionada tesis de la "aceptación de riesgos ", lo cierto es que aún en los casos en que se ha admitido la utilización de dicho concepto, el mismo sólo operaría como eximente para supuestos en los que se preste consentimiento respecto de peligros "extraordinarios" o "anormales" (v. Fallos 315:2834) ", nota con la que no cabría calificar al mero traspaso de ruedas. 

Sin embargo no considero inútiles ni contradictorias estas referencias introductorias, en tanto como también expresó el Dr. Pettigiani, en Ac. 64866 " Micucci , Gladys Rosa y otra contra Transporte éEl Resero S.R.L.é. Daños y perjuicios" y su acumulada "Tamula, Nilda Raquel contra Transporte éEl Resero S.R.L.é. Daños y perjuicios" (precedente similar al sublite, de origen en este Tribunal y sobre el que luego volveré) del 1/12/1999, es "imprudente el accionar de aquél que, para mejorar el rendimiento económico de su actividad, soslaya las reglas más elementales de seguridad. Constituye, en todo caso, un riesgo asumido bajo su responsabilidad e imputable a sí mismo." ( el resaltado me pertenece). La "anormalidad", el "peligro extraordinario", fueron generados exclusivamente por la falta de diligencia exigible a quien por su oficio y pericia, dados por sobreentendidos al ser contratado, en el manejo de la cosa, activó su dañosidad (arts. 512 y 902 del CCivil).
En efecto, según la pericia del Ing. Diaz de fs. 661/662 y contestación de fs. 674, las buenas prácticas indican que para cualquier actividad sobre las ruedas, previo al aflojamiento de las grapas de fijación ("mientras no se accione sobre las grapas de ajuste, la fisura no se manifiesta. Consecuentemente no se produce la expulsión rápida del aro de sujeción"), deben despresurizarse los neumáticos. Ello no se hizo y por la liberación de la energía neumática, con una llanta debilitada por el desenclaje del aro producto de la fisura existente y sin contención por las grapas - cinco estaban aflojadas y una retirada, según se informó con apoyo en fotografía y actuación policial de la IPP acollarada-, el aro fue expulsado con mucha velocidad hacia la cabeza de la víctima (irrelevante en cuanto a la mecánica del suceso es si fue el aro o la propia rueda externa como se recalca en el recurso pero no fue objeto de observación en la impugnación del dictamen de fs. 666/668). El mismo experto dice que para evitar los riesgos de cualquier daño oculto de difícil detección con la rueda colocada, debe vaciarse de aire el neumático. Y categóricamente agrega que "la llanta tipo artillera ofrece un riesgo elevado de accidentes, debido a que la llanta posee tres componentes separables, entre sí. Precisamente por este diseño, las buenas prácticas indican que previo a cualquier tarea, se deben despresurizar ambos neumáticos. La observación y detección de fisuras o daños de la llanta, sólo es posible luego de despresurizar, desmontar las cubiertas y realizar control". Sin asidero probatorio y hasta contradictorio resulta que se sostenga que la expulsión fue previa a la maniobra que se proponía de desinflado cuando simultáneamente se aduce que con las otras ruedas se procedió de igual forma sin explosión y que se trataba del traspaso de cubiertas armadas de un acoplado a otro. Ninguna duda cabe que el aflojamiento de las grapas fue previo a la explosión, no producido por ella. Así por otra parte se reconoce en la demanda (fs. 89vta.) 
                     Lógico es entonces arribar a la conclusión (arts. 384 y 474 del CPCC), corroborada por los informes de fs. 622 y 623 y periciales de que dan cuenta la mayoría de los precedentes sobre accidentes similares, que "si hubiera desinflado las cubiertas, el accidente no se hubiera producido y tal omisión es solamente imputable a él mismo (art. 1111 del C.C.) sin que resulte óbice para ello la referida práctica de los gomeros de no realizarla, pues tal "práctica" no puede convalidar la asunción de graves riesgos para la vida" (del voto del Dr. San Martin en la causa Micucci).

                     Cobra así plena relevancia en su función inhibitoria, como factor de liberación de responsabilidad, tal como es contemplada por el art. 1113 del Código Civil, la culpa de la víctima.

                     Ha dicho José María León que "la creciente atención hacia la culpa de la víctima debe interpretarse antes que nada como uno de los síntomas más reveladores de la preocupación que hoy existe, en los más diversos ámbitos jurídicos, por reconducir dentro de límites razonables el hasta ahora imparable proceso de expansión de los daños indemnizables. Sabido es, en efecto, que desde hace más de un siglo - varios decenios si nos referimos a nuestro Derecho- la responsabilidad civil ha evolucionado en un sentido inequívocamente favorable a las víctimas al ampliar en forma incesante los instrumentos que garantizan la reparación del mayor número posible de daños: primero, a través de una abundante legislación especial tendiente a la objetivación y luego forzando al máximo, en la vía judicial, las posibilidades interpretativas del régimen de la culpa que sancionan los códigos civiles. Pero esa mayor protección que en su favor despliegan los ordenamientos actuales, lejos de ser absoluta e incondicionada depende ahora en buena medida, de que el dañado observe, dentro de su propia esfera jurídica, un determinado estándar de diligencia dirigido a evitar o aminorar las consecuencias del daño. Caso contrario , es decir si negligentemente descuida sus propios intereses, se colocará en situación de autoresponsabilidad con lo que ya no podrá pretender que la carga del daño se desplace, en todo o en parte, sobre otro patrimonio" (párrafo transcripto por Trigo Represas- Lopez Mesa "Tratado de la responsabilidad civil" To. 1 p. 871, quienes bien señalan que si el hecho de la víctima que fue causa adecuada del daño no tuviera consecuencias en el ámbito de la responsabilidad, los restantes sujetos se verían compelidos a adoptar standards de prudencia muy por encima de los que normalmente exige la vida de relación, entorpeciendo, paralizando o demorando actividades útiles pero peligrosas para la sociedad, en consideración de las eventuales consecuencias que podrían generar las mismas al compás de la culpa de eventuales víctimas. Ese retaceo como factor de quiebre de la relación causal llevaría a transformar la responsabilidad civil en una suerte de seguro social, ajeno por completo a sus funciones reales).

                           Como también expresó el Dr. Pettigiani en su voto: "no es responsable el dueño o guardián de la cosa por el riesgo asumido por aquél que hace caso omiso del peligro que éstas pueden generar y que, no toma los recaudos necesarios, previsibles y posibles para neutralizarlos, incurriendo así en una conducta culpable. Tratándose de una situación presumible, debieron de adoptarse las medidas de precaución imprescindibles a efectos de eliminar totalmente los riesgos, lo que era perfectamente viable en la especie."
                           En rigor, bien puede aseverarse que el riesgo en la especie determinante del luctuoso suceso fue resultado único de la negligente omisión en el manipuleo de la cosa (recordemos que el precepto habla de riesgo o vicio de la cosa no de cosa riesgosa o viciosa). 

A tal punto entiendo ello así - a contrario de lo decidido en el fallo en revisión, aunque aclaro cuenta con el aval de calificado criterio judicial-, que reputo desde lo estrictamente causal (en última instancia lo que está en juego) irrelevante la concurrencia de un vicio - el de la llanta- previo y oculto. De esto específicamente se ocupó el Dr. San Martín en el precedente recordado: "El razonamiento que desarrolla el Subprocurador General para sostener la concausalidad que propone, supone una simultaneidad en la ocurrencia de los sucesos que no se compadece con las conclusiones de los peritos: el desinflado debe ser previo a cualquier maniobra de desarme; ergo, si no hay presión el vicio se torna pasivo."
                           No sólo el método de la supresión hipotética sino la teoría individualizadora de la condición adecuada que como sistema de imputación recoge nuestro derecho, permite aseverar que conforme a la experiencia, lo que acostumbra a suceder según el curso natural y ordinario de las cosas (art. 901 CCivil), el accidente se produjo como una consecuencia previsible según un patrón objetivo por la no despresurización de los neumáticos, sin que la fisura hubiera sido determinante o idónea per se en la expulsión del aro. Esa omisión cortó lisa y llanamente el nexo causal o conexión del daño con el estado de la cosa. 

                       En cuanto a los caracteres de imprevisibilidad e inevitabilidad con que debe presentarse el obrar negligente o imprudente, configurativos del caso fortuito en relación a los sindicados como responsables para que opere la fractura o quiebre total de la relación de causalidad y su exoneración de responsabilidad (Kemelmajer de Carlucci en Código Civil de Belluscio-Zannoni To. 5 p. 383), es de toda evidencia que la ausencia de adopción de una medida de seguridad elemental por parte del conocedor de su propio oficio escapaba a la esfera control de todos quienes, dando por sobreentendido su experiencia o habilidad para realizar el encargo, permitieron el manejo de la cosa ( como Bustamante que lo contrató) o de la Sra. De la Huerga por el sólo hecho de ser titular registral ( lo que ya de por sí siguiendo la doctrina legal de nuestro superior implica objetivizar a ultranza la teoría de la responsabilidad SCBA C 97900, 96880,79742, 92694). 

                       Sólo el injustificado descuido - al no seguir las reglas del oficio, de desinflado - de quien tenía la cosa bajo su mando y control, provocó el suceso, al hacer operativo un vicio latente y sin aptitud dañosa, previsible y fácilmente neutralizable. Y esa conducta no podía ser supuesta o evitada por los traídos como responsables.

                       De compartirse mi propuesta en el sentido de la recepción del agravio del apoderado de los demandados y la aseguradora, rechazándose la demanda, conteste a lo resuelto por este tribunal en actual composición en fecha reciente con el voto del Dr. Rosas al cual adherí ( Expte. Nº 43811 ARIAS MARCELO RAUL C/ MARTINEZ DANIEL N. RODRIGUEZ R. S/ Daños y Perjuicios LS 51 nº 37 sent. del 25/2/2010), las restantes cuestiones traídas a revisión han quedado desplazadas. 

                       En lo que hace a las costas, considero que las de primera instancia (art. 274 del CPCC) deben ser soportadas en el orden causado, ya que existían razones fáctico-jurídicos que pudieron justificar que los actores se consideraron con derecho a reclamo (art. 68 segunda parte del CPCC); no así las de Alzada, para las que en virtud de lo que venía resuelto no encuentro motivo suficiente para apartarme del criterio objetivo de la derrota, debiendo ser soportadas íntegramente por la parte actora.

                       Respecto a la base regulatoria cabe destacar que resultando notoriamente exhorbitantes los importes resarcitorios reclamados en la pretensión actoral por la suma total de $1.417.800, y a fin de evitar el absurdo de que la parte vencedora se vea obligada a afrontar en concepto de honorarios un importe mayor al que hubiera tenido que soportar en el caso en que la demanda hubiera tenido acogida favorable (doctr. arts. 23, 58 y ccdtes. de la ley 8.904); es que corresponde ajustar la misma a las cifras indemnizatorias que razonablemente hubieran sido determinadas en el hipotético supuesto de que la demanda hubiera sido acogida (conf. S.C.B.A. Ac 49172 y Ac 67487).

A tal fin, cabe estimar los rubros reclamados de la siguiente forma: daño emergente (servicio fúnebre) la suma de $3.800; valor vida en la suma de $200.000, daño moral cónyuge la suma de $90.000; y daño moral de los 4 hijos la suma de $360.000, lo que arroja un total de $653.800, que se tomará como base regulatoria.- 

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Castro Durán, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:
                        Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

                        I-REVOCAR la sentencia apelada, rechazando la acción de daños y perjuicios entablada. Con costas de primera instancia por su orden y de Alzada a la parte actora vencida (arts. 274 y 68 del CPCC).

                        II.- Atento la nueva situación procesal del juicio - Art. 274 del C.P.C.-, SE REGULAN los honorarios de Primera Instancia como sigue: por la falta de legitimación pasiva: al Dr. RUBEN OSVALDO NIEVA en la suma de $114.400 (PESOS CIENTO CATORCE MIL CUATROCIENTOS), al Dr. GABRIEL SEBASTIAN COLOMBO en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL) y al Dr. GUSTAVO ARMANDO PIOTTE en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL); por los daños y perjuicios: al Dr. HORACIO OSCAR FERRARI en la suma de $114.400 (PESOS CIENTO CATORCE MIL CUATROCIENTOS), al Dr. GABRIEL SEBASTIAN COLOMBO en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL) y al Dr. GUSTAVO ARMANDO PIOTTE en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL ), todas las sumas con más el 10% que preceptúa el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.-

                        III- FIJAR, los honorarios de esta Alzada a los profesionales intervinientes de la siguiente manera: al Dr. HORACIO OSCAR FERRARI en la suma de $34.300 (PESOS TREINTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS), al Dr. GABRIEL SEBASTIAN COLOMBO en la suma de $12.000 (PESOS DOCE MIL) y al Dr. GUSTAVO ARMANDO PIOTTE en la suma de $12.000 (PESOS DOCE MIL), con más el 10% que preceptúa el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.- (Art.31 de la Ley 8.904).-

                        IV- Se regulan los honorarios de los peritos intervinientes de la siguiente manera; al Perito Mecánico Roberto Hugo Díaz en la suma de$10.000 (PESOS DIEZ MIL), con más sus aportes de Ley; y a la Perito Contadora Andrea Giachello en la suma de$10.000 (PESOS DIEZ MIL), con mas sus aportes de Ley.-

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Castro Durán, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

                         Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES: JUAN JOSE GUARDIOLA, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), 08 de Abril de 2.010.-

                        AUTOS Y VISTO:
                        Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
                           I- REVOCAR la sentencia apelada, rechazando la acción de daños y perjuicios entablada. Con costas de primera instancia por su orden y de Alzada a la parte actora vencida (arts. 274 y 68 del CPCC).

                           II.- Atento la nueva situación procesal del juicio - Art. 274 del C.P.C.-, SE REGULAN los honorarios de Primera Instancia como sigue: por la falta de legitimación pasiva: al Dr. RUBEN OSVALDO NIEVA en la suma de $114.400 (PESOS CIENTO CATORCE MIL CUATROCIENTOS), al Dr. GABRIEL SEBASTIAN COLOMBO en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL) y al Dr. GUSTAVO ARMANDO PIOTTE en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL); por los daños y perjuicios: al Dr. HORACIO OSCAR FERRARI en la suma de $114.400 (PESOS CIENTO CATORCE MIL CUATROCIENTOS), al Dr. GABRIEL SEBASTIAN COLOMBO en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL) y al Dr. GUSTAVO ARMANDO PIOTTE en la suma de $40.000 (PESOS CUARENTA MIL ), todas las sumas con más el 10% que preceptúa el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.-

                           III-FIJAR, los honorarios de esta Alzada a los profesionales intervinientes de la siguiente manera: al Dr. HORACIO OSCAR FERRARI en la suma de $34.300 (PESOS TREINTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS), al Dr. GABRIEL SEBASTIAN COLOMBO en la suma de $12.000 (PESOS DOCE MIL) y al Dr. GUSTAVO ARMANDO PIOTTE en la suma de $12.000 (PESOS DOCE MIL), con más el 10% que preceptúa el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.- (Art.31 de la Ley 8.904).-

                            IV- Se regulan los honorarios de los peritos intervinientes de la siguiente manera; al Perito Mecánico Roberto Hugo Díaz en la suma de$10.000 (PESOS DIEZ MIL), con más sus aportes de Ley; y a la Perito Contadora Andrea Giachello en la suma de$10.000 (PESOS DIEZ MIL), con mas sus aportes de Ley.-

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES: JUAN JOSE GUARDIOLA, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
